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PETICIÓN P-12.333
ADMISIBILIDAD
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22 de julio de 2011
I.
RESUMEN

1. El 16 de octubre de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión”, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por el abogado A. Richard Ellis (en adelante, “el peticionario”) contra los Estados Unidos de América (en adelante, “Estados Unidos” o “el Estado”).  La petición fue presentada en representación de Miguel Ángel Flores (en adelante, “la presunta víctima” o “el señor Flores”) nacional mexicano quien al momento de la presentación de la petición se encontraba privado de libertad en el corredor de la muerte en el estado de Texas.  
2. El peticionario sostiene que el señor Flores no recibió una defensa eficaz y adecuada, que no se respetaron las garantías del debido proceso, y que la presunta víctima fue arrestada, juzgada y condenada a muerte sin habérsele informado sobre su derecho de contactar a las autoridades consulares mexicanas de acuerdo a lo establecido en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  El señor Flores fue ejecutado en el estado de Texas el 9 de noviembre de 2000; en el momento era beneficiario de medidas cautelares otorgadas por la CIDH.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar la posición del peticionario y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 31 a 34 de su Reglamento, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos I, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante, “la Declaración Americana”).  Asimismo, conforme al principio iura novit curia, la Comisión decide declarar admisible la petición respecto de la presunta violación del derecho consagrado en el artículo XVIII de la Declaración Americana.  La Comisión decide además notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
5. La CIDH recibió la petición el 16 de octubre de 2000 y el 25 del mismo mes transmitió copia de las partes pertinentes al Estado con un plazo de 90 días para someter sus observaciones.  A la fecha de aprobación del presente informe el Estado aún no ha presentado su respuesta. 

6. Por otra parte, el 1º y el 7 de noviembre de 2000 la CIDH recibió sendas comunicaciones de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México y de la Misión Permanente de México ante la Organización de los Estados Americanos, respectivamente, en las que se manifestaba apoyo al reclamo presentado por el señor Flores.  Dichas comunicaciones fueron trasladadas al Estado para su conocimiento. 
7. El 9 de noviembre de 2000 la presunta víctima fue ejecutada en el estado de Texas
.  El 13 del mismo mes la CIDH publicó un comunicado de prensa condenando dicha ejecución.  El 13 de enero de 2010 la Secretaría Ejecutiva solicitó información actualizada al peticionario.  A la fecha de la redacción de este informe, la Comisión Interamericana no ha recibido comunicación adicional alguna del peticionario.
Medidas cautelares

8. El 25 de octubre de 2000 la CIDH notificó al Estado el otorgamiento de medidas cautelares a favor de la presunta víctima y solicitó la suspensión de la ejecución hasta tanto se pronunciara sobre el fondo de la petición.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario
9. De acuerdo al peticionario, el señor Flores fue condenado por el homicidio calificado (capital murder) de la estudiante universitaria Angela Tyson ocurrido en junio de 1989 y sentenciado a pena de muerte en el estado de Texas el 14 de septiembre de 1990.  Señala que se presentaron los siguientes recursos, todos ellos luego rechazados: una apelación directa presentada ante la Corte de Apelaciones Penal de Texas (Texas Court of Criminal Appeals); una petición de certiorari; y un recurso de hábeas corpus estatal.  El 21 de abril de 1996 el señor Flores presentó un recurso de hábeas corpus federal, el cual también fue rechazado, al igual que el recurso de apelación presentado contra dicho rechazo.  El 11 de septiembre de 2000 la presunta víctima presentó una petición de certiorari ante la Suprema Corte de los Estados Unidos, recurso que se encontraba pendiente al momento de la presentación de la presente petición ante la CIDH.  Al respecto, el peticionario indicó que la presunta víctima no tenía razonables perspectivas de éxito debido a que la Corte había previamente rechazado peticiones similares, motivo por el cual, ante la urgencia de la situación, decidió acudir a la Comisión Interamericana.  
10. Respecto a las violaciones de derechos humanos en perjuicio del señor Flores, el peticionario alega que la presunta víctima no tuvo una defensa adecuada; que no se respetaron las garantías del debido proceso; y que se violó el derecho a la notificación consular establecido en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  
11. En relación con el primer punto, el peticionario alega que desde la investigación previa (pretrial investigation) hasta la etapa del establecimiento de la pena (punishment phase), la asistencia letrada brindada por el abogado nombrado por el Estado
 demostró serias fallas.  Señala además que hay una razonable probabilidad que de no ser por dichos presuntos errores, el señor Flores no hubiera sido condenado a pena de muerte.  El peticionario agrega que, a pesar del gran tiempo disponible para la preparación de la defensa, el abogado no interrogó a potenciales testigos, no obtuvo un peritaje independiente, y no solicitó la realización de una evaluación de la salud mental de la presunta víctima.  Asimismo, no habría informado al jurado sobre la falta total de antecedentes de la presunta víctima, tanto penales como psiquiátricos.  Manifiesta el peticionario que todo ello hubiera cambiado la respuesta del jurado respecto a la futura peligrosidad del señor Flores.  De acuerdo al peticionario, la única prueba presentada por la defensa en la etapa del establecimiento de la pena fue un análisis estadístico de la inexactitud de la futura peligrosidad de la presunta víctima.  
12. El peticionario indica que el señor Flores alegó la presunta ineficacia de la defensa tanto en el ámbito estatal como federal.  En el recurso de hábeas corpus federal indicado ut supra, la Corte del Distrito Federal (Federal District Court for the Eastern District) celebró una audiencia los días 9 y 10 de julio de 1998 respecto a la alegada ineficacia de la asistencia letrada.  Indica el peticionario que en dicha audiencia la presunta víctima introdujo una serie de pruebas que se encontraban disponibles al momento del juicio y que, sin embargo, no fueron presentadas por el abogado de la defensa como pruebas atenuantes. 
13. Respecto al segundo alegato, señala el peticionario que en la etapa del establecimiento de la pena el Estado introdujo el testimonio de un psiquiatra quien, sin haber examinado personalmente al señor Flores, testificó sobre su futura peligrosidad.  Este habría sido el único elemento sobre el cual se basó el jurado para aplicar la pena de muerte.  Al respecto, indica el peticionario que hay consenso sobre la poca fiabilidad de los pronósticos psiquiátricos de futura peligrosidad, los cuales en las cortes serían conocidos como “ciencia basura” (junk science).  Por otra parte manifiesta que en la audiencia referida en el párrafo anterior, un experto en tecnología láser declaró que el examen del vehículo utilizado por el señor Flores no era válido, dado que no se habría utilizado el procedimiento apropiado.  Indica el peticionario que estas presuntas violaciones al debido proceso fueron alegadas tanto en el ámbito estatal como en el federal.
14. Sobre la presunta violación del derecho a la notificación consular establecido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, el peticionario sostiene que el señor Flores fue detenido, privado de libertad, arrestado, juzgado y condenado a muerte sin habérsele informado sobre su derecho de contactar a las autoridades consulares mexicanas.  Manifiesta que el Estado mexicano recién tuvo conocimiento del caso luego de un año de la imposición de la pena de muerte.  Según el peticionario, la presunta víctima alegó la violación de este derecho a través de recursos de hábeas corpus estatales y federales.  
15. Por último, cabe señalar que en dos oportunidades el peticionario se refiere al señor Flores como una persona con discapacidad mental (mentally impaired) y con un coeficiente intelectual de 85.  Sin embargo, no da detalles adicionales al respecto ni vincula tal circunstancia a sus alegatos.
16. Con base en lo anterior, el peticionario alega que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XXV y XXVI de la Declaración Americana, y 4 y 8 de la Convención Americana en perjuicio de la presunta víctima.  El peticionario reconoce que el Estado no ha ratificado la Convención Americana pero alega que, al haberla firmado, está obligado bajo el artículo 18(a) de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados a no frustrar su objeto y fin mientras esté pendiente la ratificación.
B.
Posición del Estado
17. El Estado no ha proporcionado sus observaciones sobre los alegatos del peticionario. 

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia 
18. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 23 del Reglamento de la CIDH para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien Estados Unidos se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Declaración Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Estados Unidos está sujeto a las obligaciones que impone la Declaración Americana de acuerdo con la Carta de la OEA, el Estatuto de la Comisión en su artículo 20 y el Reglamento de la Comisión Interamericana en su artículo 51.  Estados Unidos es parte de la Organización de los Estados Americanos desde el 19 de junio de 1951, fecha en que depositó su instrumento de ratificación de la Carta de la OEA
.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 

19. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Declaración Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Estados Unidos, Estado Parte de dicha Declaración.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Declaración Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Declaración Americana.  Sin embargo, la CIDH no posee competencia material para conocer las violaciones a la Convención Americana alegadas por el peticionario dado que dicho tratado no fue ratificado por Estados Unidos y, en consecuencia, dichos reclamos no son admisibles.
B. Requisitos de Admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
20. El artículo 31(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana establece que, para que sea admisible una petición presentada ante la Comisión Interamericana, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.
21. De acuerdo a la información disponible, el señor Flores, luego del rechazo de la apelación directa presentada contra la sentencia condenatoria, presentó recursos de hábeas corpus a nivel estatal y federal, así como una solicitud de certiorari ante la Suprema Corte de los Estados Unidos.  Todos los recursos fueron rechazados, luego de lo cual la presunta víctima fue ejecutada en el estado de Texas el 9 de noviembre de 2000.  
22. En relación con los alegatos presentados ante la CIDH, según indica el peticionario la presunta ineficacia de la defensa letrada fue alegada en recursos de hábeas corpus a nivel estatal y federal.  En el marco de éste último recurso, la Corte del Distrito Federal celebró una audiencia durante dos días para analizar dicho reclamo.  Según lo señalado en la petición, las violaciones de debido proceso alegadas, así como la presunta violación al derecho a la notificación consular establecido en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, también fueron presentadas en el ámbito interno.  En relación con el recurso pendiente ante la Suprema Corte de los Estados Unidos al momento de la presentación de la petición ante la CIDH, cabe destacar que la Comisión se pronuncia sobre el requisito de agotamiento de los recursos internos al momento de efectuar el análisis de admisibilidad y no al tiempo de la presentación de la denuncia
.
23. Por lo tanto, la Comisión concluye que en el presente caso se han interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna de conformidad con el artículo 31(1) de su Reglamento.
2.
Plazo de presentación de la petición
24. El artículo 32(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana requiere que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha de notificación de la decisión definitiva.  De la información disponible se infiere que el recurso presentado por la presunta víctima ante la Suprema Corte de los Estados Unidos el 11 de septiembre de 2000 fue rechazado con posterioridad al 16 de octubre de 2000, fecha de presentación de la petición ante la CIDH.  Por lo tanto, la Comisión concluye que la presente petición cumple el requisito establecido en el artículo 32(1) del Reglamento de la Comisión.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
25. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por la CIDH u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 33(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana.

4.
Caracterización de los hechos alegados
26. El artículo 34(a) del Reglamento dispone que las peticiones que se presenten a la CIDH deben afirmar hechos que tiendan a establecer una violación de los derechos referidos en su artículo 27, en cuyo defecto la petición debe ser desestimada por ser “manifiestamente infundada” o “improcedente”, según lo dispuesto en su artículo 34(b).  El criterio para analizar la admisibilidad difiere del utilizado para el análisis del fondo de la petición dado que la Comisión Interamericana sólo realiza un análisis prima facie para determinar si los peticionarios establecen la aparente o posible violación de un derecho garantizado por la Declaración Americana.  Se trata de un análisis somero que no implica prejuzgar o emitir una opinión preliminar sobre el fondo de la cuestión.
27. El peticionario sostiene que la defensa nombrada por el Estado no fue eficaz dado que, entre otras cuestiones, no interrogó a potenciales testigos, no solicitó un peritaje independiente ni una evaluación psicológica, no presentó prueba disponible al momento del juicio y no informó al juzgado sobre la falta de antecedentes del señor Flores.  Por otra parte, alega que el único elemento sobre el cual se basó el jurado para aplicar la pena de muerte fue la futura peligrosidad de la presunta víctima, establecida en el testimonio de un psiquiatra que nunca examinó personalmente al señor Flores.  Por último, manifiesta el peticionario que se violó el derecho a la notificación consular establecido en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  
28. La Comisión Interamericana, tomando en cuenta el nivel de escrutinio más riguroso que ha aplicado en los casos de pena de muerte
, observa que los alegatos del peticionario, en caso de ser probados, podrían caracterizar violaciones a los artículos I y XXVI de la Declaración Americana y, por aplicación del principio iura novit curia, del artículo XVIII de dicha Declaración.  La CIDH reitera la obligación más severa de verificar que toda privación de la vida que resulte de la aplicación de la pena de muerte cumpla estrictamente los requisitos de los instrumentos interamericanos sobre derechos humanos aplicables, incluida la Declaración Americana
. 
29. Por último, la CIDH observa que la presente denuncia posee implicaciones dentro del marco de las obligaciones del Estado con el sistema interamericano de derechos humanos, dado el incumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por este órgano.  Tal como lo ha subrayado la Comisión Interamericana en numerosas ocasiones, “la omisión, por parte de un Estado miembro de la OEA, de su obligación de preservar la vida de un prisionero mientras se realiza el examen de su denuncia por parte de la Comisión Interamericana, compromete la eficacia del proceso seguido por la Comisión Interamericana, priva a las personas condenadas de su derecho de petición en el sistema interamericano de derechos humanos y determina perjuicios graves e irreparables para esas personas”
.  Si bien la falta de información posterior actualizada puede dificultar la tramitación del caso, y eventualmente producir una decisión de archivo, en el presente caso los elementos ya presentados tienden a establecer una violación a los efectos de la decisión de admisibilidad.
30. En conclusión, la CIDH decide que la petición no es manifiestamente infundada ni improcedente y declara que el peticionario ha cumplido, prima facie, los requisitos establecidos en el artículo 34 de su Reglamento.  
V.
CONCLUSIONES

31. La Comisión Interamericana concluye que es competente para tomar conocimiento del presente asunto y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 31 a 34 de su Reglamento.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en relación con los artículos I y XXVI de la Declaración Americana; y, por aplicación del principio iura novit curia, también declara admisible la presente petición en relación con el artículo XVIII de dicho instrumento;
3.
Notificar a las partes la presente decisión;

4.
Continuar con el análisis del fondo del caso;

5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de julio de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González  y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.


� La CIDH fue informada de la ejecución del señor Flores a través de los medios de prensa.


� Según la información disponible en el expediente, la defensa fue nombrada por el Estado (comunicación de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México recibida el 1 de noviembre de 2000, tercer párrafo).


� Véase también Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, OC-10/89, párr. 45 (14 de julio de 1989).


� CIDH, Informe No. 60/11, Peticiones P-11.575 y otras, Admisibilidad, Clarence Alle Lackey y otros, 24 de marzo de 2011, párr. 139; CIDH, Informe No. 146/10, Petición 212-05, Admisibilidad, Manuel Santiz Culebra y otros – Masacre de Acteal, México, 1 de noviembre de 2010, párr. 39.


� Véanse CIDH, Informe No. 77/09, Petición 1349-07, Admisibilidad, Orlando Cordia Hall, Estados Unidos, 5 de agosto de 2009, párr. 47; Informe No.61/03, Petición 4446-02, Admisibilidad, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, párr. 66; Informe No. 41/00, Caso 12.023, Fondo, McKenzie y otros, Jamaica, párrs. 169 -171.


� CIDH, Informe No. 1/05, Caso 12.430, Fondo, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 28 de enero de 2005, párr. 43.


� CIDH, Informe No. 1/05, Caso 12.430, Fondo, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 28 de enero de 2005, párr. 75.





